	República de Colombia
[image: image1.png]



Corte Constitucional
	 
          

           COMUNICADO No. 28
           Julio 16 de 2014


La ausencia de certeza y especificidad en los cargos de inconstitucionalidad formulados impidió que la Corte pueda proferir un fallo de fondo  

	   IX.  EXPEDIENTE D-10011     -    SENTENCIA C-508/14  (Julio 16)
            M.P. Mauricio González Cuervo



1.
Norma acusada
DECRETO 267 DE 2000

(Febrero 22)
Por el cual se dictan normas sobre organización y funcionamiento de la Contraloría General de la República, se establece su estructura orgánica, se fijan las funciones de sus dependencias y se dictan otras disposiciones
Artículo 55. Contraloría Delegada para la Participación Ciudadana. Son funciones de la Contraloría Delegada para la Participación Ciudadana:

[…]

8. Promover un especial seguimiento, con el apoyo de las demás contralorías delegadas, a los recursos estatales destinados a las emergencias y a los desastres 

2.
Decisión 

INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo sobre el numeral 8 del artículo 55 del Decreto 267 de 2000.
3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte constató que el concepto de violación del cargo formulado contra el numeral 8 del artículo 55 del Decreto 267 de 2000 carece de la certeza y especificidad requerida para asumir un estudio de fondo, como quiera que además de que en la demanda no se identifica de manera correcta la disposición acusada, parte de una proposición jurídica que no se deriva del contenido normativo que se demanda sino de la interpretación subjetiva e injustificada que hace el actor de dicho contenido. En efecto, el demandante considera sin justificación, que el especial seguimiento que se establece en la norma a cargo de la Contraloría Delegada para la participación ciudadana implica controles diferentes a los posteriores y selectivos, que son los propios de la Contraloría General. 

Por lo anterior, la Corte tuvo que abstenerse de proferir una decisión de fondo, al no contar con los elementos que se exige de un cargo de inconstitucionalidad planteado en debida forma.

4.
Salvamento de voto

El magistrado Alberto Rojas Ríos se apartó de la decisión inhibitoria anterior, toda vez que en su concepto, en aplicación del principio pro actione, de los argumentos de la demanda era viable deducir cuál era la norma demandada. Observó, además, que las razones de la inhibición relativas a la falta de certeza y especificidad constituyen una respuesta a la censura formulada por el actor, como quiera que desvirtúan de fondo las objeciones de inconstitucionalidad planteadas en la demanda respecto del presunto desconocimiento de la naturaleza del control fiscal a cargo de la Contraloría General. Por ello, a su juicio, procedía un pronunciamiento de fondo sobre la presente demanda. Reiteró su postura respecto a que la inhibición en el ejercicio del control de constitucionalidad que le corresponde a esta Corte debe ser una excepción, teniendo en cuenta que se trata de una acción ciudadana en defensa de la Constitución para que la bastan unos requisitos mínimos, que en este caso se cumplían para dictar una sentencia de fondo.
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